TEMA No 20. EL PROCESO DE TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA Y LA CONSTITUCIÓN DE 1978. 





1. Introducción. 4. El Estado de las Autonomías. 
2. El proceso de transición. 5. Conclusión. 
3. La Constitución Española de 1978. 


1. INTRODUCCIÓN.- La Transición a la Democracia es el período de instauración de instituciones democráticas que tuvo 
lugar en España entre 1975 y 1982. Comenzó con el fallecimiento del general Francisco Franco el 20 de noviembre de 1975 y la 
proclamación de Juan Carlos I como Rey y Jefe del Estado el 22 de noviembre de 1975. La victoria electoral del P.S.O.E. el 28 de 
octubre de 1982 marcó su fin. La evolución fue paulatina y pacífica, no se produjeron cambios socioeconómicos bruscos. 

A la muerte del general Franco cabían tres posibles salidas políticas al régimen: 

1) Continuismo. Opción defendida por el «búnker», formado por los «franquistas puros o integrales» (cf. Tema 19, $2). 

2) Ruptura democrática. Opción defendida por los grupos conspiradores marxistas: P.S.O.E. y P.C.E. 

3) Reforma democrática. Opción defendida por la élite socioeconómica y académica y por S.M. el Rey. 

Se practicó la vía reformista, dentro del propio régimen, con la colaboración de todos los sectores (ej. Iglesia, franquistas, 
grupos nacionalistas e izquierdistas, &c.) y con las siguientes personas como principales artífices: 

1) Juan Carlos I: Jefe del Estado en calidad de Rey entre 1975 y 2014. 

2) Adolfo Suárez: Secretario General del Movimiento en 1975-1976 y Presidente del Gobierno en 1976-1981. 

3) Torcuato Fernández Miranda: Jefe del Gobierno en 1975 y Presidente de las Cortes entre 1975 y 1977. 

El principal protagonismo correspondió a los jóvenes reformistas procedentes del régimen, y la oposición ayudó a 
acelerar el proceso. Hubo una ruptura consensuada por procedimientos reformistas desde las propias leyes del régimen. No una 
ruptura radical que podría haber llevado a una involución o a una dictadura marxista, sino un desmantelamiento paulatino y 
progresivo de las antiguas instituciones. 


2. EL PROCESO DE TRANSICIÓN.- La Transición fue fruto de un pacto entre dirigentes del antiguo Estado franquista y 
miembros de la oposición. Aunque se basó en pactos entre políticos, la presión y la movilización populares influyeron 
decisivamente para que se produjeran cambios substanciales. Tras el juramento del príncipe Juan Carlos de Borbón como Rey, y 
por tanto como Jefe del Estado, el 22 de noviembre de 1975, el entonces presidente del Gobierno, Carlos Arias Navarro, fue 
confirmado en su cargo en diciembre. La continuidad de Arias Navarro significaba la vigencia del régimen. Sin embargo el 
proyecto fracasó debido a dos factores: el enfrentamiento personal entre Arias Navarro y Juan Carlos de Borbón y el rechazo de la 
oposición al continuismo, iniciándose un periodo de inestabilidad. 





La actividad de la oposición se concentraba en dos organizaciones: 

1) Junta Democrática. Creada en 1974 y liderada por el P.C.E. 

2) Plataforma de Convergencia Democrática. Creada en 1975 y liderada por el P.S.O.E. 

En 1976 ambas se unieron en Coordinación Democrática: un organismo de la oposición antifranquista que concentraba a 
prácticamente todas las fuerzas políticas y sindicales ilegales. Por otro lado, en Cataluña, la oposición se unió en la llamada 
Asamblea de Cataluña. 


En 1976 se sucedieron graves problemas de orden público: 

1) Lucha interna del carlismo, ej. incidente de Montejurra de 9 de mayo de 1976 entre dos facciones. 

2) Oleada de huelgas en el contexto de una grave crisis económica, ej. huelga de Acerinox, en el Campo de Gibraltar. 

3) Oleada de terrorismo de Euskadi ta Askatasuna (17 asesinatos sólo ese año) y Grupo Revolucionario Antifascista 
Primero de Octubre (secuestro de Antonio María de Oriol Urquijo, presidente del Consejo de Estado). 


Finalmente, presionado por Juan Carlos I, Arias Navarro dimitió el 1° de julio de 1976. Según la legislación vigente, el 
nuevo presidente del Gobierno debía ser elegido por el Rey de una terna propuesta por el Consejo del Reino, dirigido por Torcuato 
Fernández Miranda. Este, de acuerdo con el monarca, incluyó a Adolfo Suárez, quien era el candidato preferido de ambos. Suárez 
no pertenecía a la élite y había ascendido dentro de la familia falangista por ambición personal, sin compartir realmente sus ideas. 
Era por tanto de un buen candidato para desmontar el sistema desde dentro. 


El Gobierno presidido por Suárez (5 de julio de 1976-26 de febrero de 1977) promovió la aprobación de la Ley para la 
Reforma Política de 18 de noviembre de 1976: el instrumento jurídico que permitió encauzar la transición hacia un sistema 
constitucional democrático, y que establecía unas nuevas Cortes bicamerales (Congreso y Senado). Se daba por hecho, aunque la 
Ley no lo indicara expresamente, que las nuevas Cortes tendrían carácter constituyente. El Congreso sería elegido por sufragio 
universal pero el 20% del Senado sería nombrado por el Rey. Además, el Gobierno quedaba facultado para convocar elecciones. 
La ley fue debatida y aprobada por las Cortes franquistas en noviembre de 1976 y aprobada en referéndum el 15 de diciembre de 
1976. 


El gabinete Suárez desmanteló todas las estructuras políticas y sindicales del franquismo e implantó una democracia. A 
partir de enero de 1977, el tema central del debate político fue la legalización de los partidos. El Gobierno tenía dificultades para 
legalizar al Partido Comunista de España debido a las innumerables atrocidades cometidas por éste durante la Guerra Civil. La 
derecha y el Ejército seguían siendo profundamente anticomunistas. Su legalización fue discreta: el 9 de abril de 1977, en plena 
Semana Santa. Comenzaron a surgir numerosos partidos políticos que se agruparon en cuatro grandes partidos: 

1) Alianza Popular, de ideología liberal. 

2) Unión de Centro Democrático, de ideología centrista. 

3) Partido Socialista Obrero Español, de ideología marxista. 

4) Partido Comunista de España, de ideología marxista. 

También adquirieron influencia los partidos nacionalistas, entre los que destacan: 

1) Partido Nacionalista Vasco, en las Vascongadas. 

2) Esquerra Republicana de Catalunya, en Cataluña. 


3) Convergencia i Unió, en Cataluña. 


El 15 de junio de 1977 se celebraron las primeras elecciones democráticas. Las fuerzas más votadas fueron: 

1) La primera fue U.C.D. Presidida por Adolfo Suárez, ganó sin mayoría absoluta. 

2) La segunda fue P.S.O.E., que había realizado un giro hacia la socialdemocracia en el Congreso de Suresnes de 1974. 
Estaba dirigido por el joven abogado sevillano Felipe González, quien en Suresnes se impuso a la dirección del exilio, rechazó la 
dictadura del proletariado y aceptó la democracia. 

A mucha distancia, las otras formaciones más votadas fueron: 

3) La tercera fue P.C.E., liderado por Santiago Carrillo, secretario general y ex-criminal de guerra como consejero de 
Orden Público de Madrid durante la Guerra Civil. 

4) La cuarta fue Alianza Popular, fundada por Manuel Fraga, embajador, ministro y vicepresidente segundo del Gobierno 
al final del franquismo. 

5) C.iU. y P.N.V. ganaron las elecciones en Cataluña y las Vascongadas respectivamente. 


En la Legislatura Constituyente (1977-1979) predominó la política de consenso que permitió firmar el 25 de octubre de 
1977 los Pactos de la Moncloa: acuerdos firmados por el Gobierno, los principales partidos de la oposición, la patronal y los 
sindicatos. Era un ambicioso proyecto para luchar contra la elevada tasa de paro, reactivar la inversión y frenar la inflación. Los 
tres grandes objetivos de estas Cortes fueron: 

1) Elaborar una nueva Constitución a partir de la Ley de Reforma Política. 

2) Construir el Estado de las Autonomías. 

3) Gestionar una política económica. 


Aprobada la Constitución por referéndum de 6 diciembre de 1978, se disolvieron las Cortes Constituyentes y se 
convocaron elecciones para el 1° de marzo de 1979, que volvió a ganar la U.C.D. aunque en minoría. Los hitos de la I Legislatura 
(1979-1982) fueron: 

1) Desarrollo del Estado de las Autonomías, con la aprobación de Estatutos y la celebración de las primeras elecciones 
autonómicas para constituir los respectivos parlamentos autonómicos. 

2) Primeras elecciones municipales democráticas, el 3 de abril de 1979. 

3) Aprobación del Estatuto de los Trabajadores de 14 de marzo de 1980. 

4) Ley del Divorcio de 7 de julio de 1981. 

5) Ingreso de España en la O.T.A.N. el 30 de mayo de 1982, 


Comenzó un período decadencia de U.C.D. y liderazgo personal de Felipe González. La moción de censura presentada 
por el P.S.O.E. contra el Gobierno en mayo de 1980 incidió negativamente sobre el liderazgo de Adolfo Suárez, que recibió 
críticas de su propio partido; Suárez dimitió como presidente del Gobierno el 29 de enero de 1981. La U.C.D. eligió como sucesor 
a Leopoldo Calvo-Sotelo, quien, sin embargo, no pudo detener la descomposición del partido. Incluso Suárez lo abandonó para 
crear el Centro Democrático y Social en julio de 1982. 


En este contexto se produjo un intento del golpe de Estado, el 23 de febrero de 1981. Un destacamento de cerca de 
doscientos guardias civiles, dirigidos por el teniente coronel Antonio Tejero, irrumpió en el Congreso de los Diputados durante la 
segunda votación de investidura de Calvo-Sotelo como presidente del Gobierno y tomaron a los parlamentarios y al Gobierno 
como rehenes. En Valencia, el general Jaime Milans del Bosch declaró el Estado de Guerra. También participó en la conspiración, 
entre otros oficiales, el general Alfonso Armada. La falta de apoyo a los golpistas por parte de los altos mandos militares y la 
postura contraria del Rey, quien desautorizó a los golpistas ante las cámaras de televisión seis horas después de la ocupación del 
Congreso, frustraron la operación. 


Las elecciones generales de 28 de octubre de 1982 dieron un vuelco al panorama político debido a: 

1) Sus resultados: victoria electoral arrolladora del P.S.O.E., obteniendo la primera mayoría absoluta de un partido 
político en la democracia española. 

2) Sus consecuencias: se han considerado el punto final de la Transición. 


3. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978.- El diseño del texto constitucional se basó en el consenso: una comisión 
formada por siete miembros, los «Padres de la Constitución», redactó un anteproyecto que se debatió en las Cortes entre mayo y 
octubre de 1978. La Constitución fue aprobada por las Cortes Generales el 31 de octubre, aprobada en referéndum el 6 de 
diciembre y promulgada el 29 de diciembre de 1978. Debería haberse promulgado el 28, pero se prefirió evitar la coincidencia con 
el día de los Santos Inocentes para no dar ocasión a burlas. Se trata de uno de los textos constitucionales más extensos de la 
Historia de España. Los documentos tomados como modelo fueron: 

1) Constitución Española de 1931. 

2) Ley Fundamental de Bonn de 1949, 

3) Constitución Italiana de 1947. 

4) Constitución Portuguesa de 1976. 

5) Constituciones nórdicas. 





Se trata de una Constitución enmarcada en la tradición del Derecho continental. Es una Constitución rígida y por tanto 
difícil de modificar. La necesidad de consenso hizo que el texto fuera en ocasiones ambiguo, permitiendo que su desarrollo 
legislativo fuese asumido tanto por la izquierda como por la derecha. Es la Constitución democrática de más larga vigencia y la 
segunda más extensa de las Constituciones españolas tras la de 1812. Contiene los siguientes principios: 


1) España es un Estado democrático (art. 19). 
2) La soberanía nacional reside en el pueblo español (art. 19). 
3) La forma del Estado es la monarquía parlamentaria (art. 19). 


4) La unidad de España es compatible con la pluralidad nacional (art. 2°). 

5) El sistema político de España es plural (art. 6°). 

6) Todos los españoles son iguales ante la Ley (art. 14°). 

7) Todos los españoles cuentan con una serie de derechos y libertades (capítulo II). 


La Jefatura del Estado reside en la persona del Rey, quien sanciona y promulga las leyes, disuelve las Cortes y convoca 
las elecciones; es inviolable y no está sujeto a responsabilidad; además, está al margen del debate político. El monarca también 
tiene el mando supremo de las Fuerzas Armadas. En la sucesión a la Jefatura del Estado se favorece al varón sobre la mujer por 
razones coyunturales del período constituyente. 


La Constitución consagra la división de poderes, que se organizan del siguiente modo: 

1) Legislativo.- Reside en unas Cortes bicamerales (Congreso de los Diputados y Senado) elegidas por sufragio universal. 
Además de la potestad legislativa, las Cortes tienen otras funciones: la aprobación de los Presupuestos Generales del Estado, el 
control de la actuación del Gobierno, el nombramiento de Magistrados del Tribunal Constitucional, el de vocales del Consejo 
General del Poder Judicial, el de consejeros del Tribunal de Cuentas y el del Defensor del Pueblo. También proveerán sucesor de 
la Corona, Regente o tutor cuando, Dios no lo permita, se agote la línea de sucesión al trono. El Congreso tiene mayor peso en la 
aprobación de las leyes, mientras que el Senado prácticamente se limita a refrendarlas. El Senado tiene, asimismo, carácter de 
representación territorial: en cada provincia, los ciudadanos eligen directamente a cuatro senadores (excepto en las islas y en las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, en las que se elige a un número menor de representantes); por otra parte, cada Comunidad 
Autónoma designa varios senadores más. 

2) Ejecutivo.- Lo ejerce el Gobierno, que dirige la política interior y exterior y depende, para su permanencia, de la 
confianza del Legislativo. 

3) Judicial.- Corresponde a los juzgados y tribunales; en la cúspide del sistema judicial español se encuentra el Tribunal 
Supremo. La Constitución de 1978 creó un Tribunal Constitucional para la defensa y protección de los derechos individuales y la 
resolución de conflictos de competencias entre las instituciones del Estado y las de las Comunidades Autónomas. Este tribunal 
decide si las leyes españolas son o no acordes con la Constitución. Se estableció también la figura del Defensor del Pueblo para 
salvaguardar los derechos fundamentales de los ciudadanos; con este fin, el Defensor del Pueblo tiene capacidad para supervisar la 
actuación de las administraciones públicas. 


La Constitución recoge una declaración de derechos y libertades muy avanzada. Como novedad respecto a 
Constituciones españolas anteriores, la actual incluye numerosos derechos de carácter social y económico. 


La Constitución reconoce la separación entre la Iglesia y el Estado. Se indica que España es un Estado aconfesional y se 
proclama la libertad religiosa. En este aspecto, la Constitución Española es muy moderada, ya que abre cauces para la protección 
estatal de las creencias religiosas y su promoción a través de la educación, lo cual resulta llamativo en un Estado laicista. Cuando 
se redactó el texto en 1978, se pensó en proteger la religión mayoritaria, la católica, para evitar la polémica religiosa. La 
protección se amplía, sin embargo, a otras confesiones religiosas, comprometiéndose el Estado a garantizar el derecho a la 
formación religiosa y moral. 


4. EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS.- España se define como una unidad nacional, pero se reconoce y garantiza el 
derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran, con amplias competencias y Gobiernos propios. Se trata 
de un nuevo Estado no centralista, en una situación intermedia entre la descentralización administrativa y el federalismo. La 
organización territorial del Estado español está diseñada en la Constitución de 1978 de una manera ambigua: puede evolucionar 
hacia un Estado federal, pero también pueden modificarse las competencias transferidas por el Estado a los entes territoriales o 
Comunidades Autónomas. 





El nivel de desarrollo autonómico queda sujeto, por tanto, a la capacidad de negociación de cada Comunidad Autónoma y 
al equilibrio de fuerzas políticas de cada momento. Esta circunstancia ha llevado a los movimientos regionalistas, nacionalistas y 
separatistas a buscar el apoyo electoral suficiente para exigir más competencias al Estado; éste, por su parte, se encuentra así en un 
proceso de construcción permanente. En la actualidad, el Estado español es uno de los más descentralizados de Europa. 

El texto constitucional distingue entre: 

1) «Nacionalidades» o «Comunidades históricas». Hace referencia, sin nombrarlas expresamente, a Cataluña, 
Vascongadas y Galicia, regiones que habían tenido Estatutos de Autonomía antes del fin de la Guerra Civil. Se consideraba que 
estos territorios tenían una identidad nacional y cultural propia. 

2) «Comunidades no históricas». Es el resto de regiones. 


Como consecuencia, se establecieron dos vías para crear Comunidades Autónomas: 

1) La prevista en el artículo 151 de la Constitución, también llamada «vía rápida», que permitía el acceso directo e 
inmediato al nivel máximo de competencias mediante la aprobación en referéndum de un Estatuto de Autonomía. Este 
procedimiento se diseñó para las nacionalidades históricas, aunque también fue empleado en Andalucía tras el referéndum del 28 
de febrero de 1980. 

2) La establecida por el artículo 143, conocida como «vía lenta». Estas comunidades podían asumir todas las 
competencias en el plazo de cinco años y no precisaban de un referéndum para crearse. 


La Comunidad Autónoma de Canarias y la Comunidad Autónoma Valenciana consiguieron transferencias de 
competencias del mismo nivel que las comunidades históricas a través de las Leyes Orgánicas de 1982. En el caso de la 
Comunidad Foral de Navarra, gracias a la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, de 
1982, también adquirió el máximo techo competencial. 


Entre 1979 y 1983 se llevó a cabo el proceso de creación de diecisiete Comunidades Autónomas: 


El 25 de octubre de 








En las Vascongadas la hegemonía política correspondió al 
, que permitió a Carlos Garaicoechea convertirse en el primer lehendakari de la Comunidad Autónoma. En 
Cataluña, el triunfador fue Convergencia i Unió, partido que llevó a la presidencia de la Generalidad de Cataluña a Jordi Pujol. 








En sus primeras elecciones autonómicas, en 1981, los gallegos se decantaron por la 










derecha, votando a ya 


3) Andalucía. Intentó acogerse al artículo 151 de la Constitución para crear su Comunidad Autónoma, pero al contar con 


la oposición de U.C.D., que quería aplicar esta vía exclusivamente a las nacionalidades históricas, 





celebróse otro en octubre de 1981 para aprobar el proyecto de Estatuto. 





Para financiar el nuevo sistema se promulgó la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas 
(L.O.F.C.A., 1980), la cual instituía la centralización de ingresos (realizada por el Estado) y la descentralización del gasto (que 
llevaba a cabo la propia Comunidad Autónoma). Esta Ley fue modificada en 1996 para admitir la descentralización de los 










ingresos, conocida como corresponsabilidad fiscal: 


y permitió la 





descentralización de los ingresos y de los gastos. 


5. CONCLUSIÓN.- 





